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Bogotá, Julio 31 de 2017


Señora
JUEZ QUINTO DEL CIRCUITO ADMINISTRATIVO 
Bogotá  


SIMPLE NULIDAD  
RADICADO:				2015-184
DEMANDANTE:	MARCO FIDEL RAMIREZ
DEMANDADO:	DISTRITO CAPITAL BOGOTA – SECRETARIA DE SALUD	

	

CAROLINA PEÑALOZA PINILLA, en mi condición de Procuradora 85 Judicial I, me permito presentar ante su despacho concepto de fondo dentro de la acción de la referencia: 

ANTECEDENTES 

Se instaura demanda en ejercicio del medio de control de simple nulidad con el fin de obtener la nulidad de la Circular No. 43 del 30 de noviembre de 2012, por medio de la cual la Secretaria de Salud del Distrito Capital de Bogotá, adopto los lineamientos técnicos para la prestación de servicios de salud en interrupción voluntaria del embarazo (IVE).

Indica el demandante como hechos relevantes soporte de sus pretensiones, que mediante sentencia C-355 de 2006, la Corte Constitucional declaró la exequibilidad condicionada del artículo 122 de la Ley 599 de 2000 y despenalizando el delito de aborto en tres casos puntuales. Mediante sentencia T-388 de 2009, se ordenó a la Superintendencia Nacional de Salud que adopte las medidas indispensables para que las EPS e IPS públicas y privadas cuenten con el personal médico idóneo para atender los casos de IVE previstos por la sentencia C-599 de 2000. 

Con fundamento en la sentencia C- 355 de 2006, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 444 de 2006, mediante el cual reglamento la prestación del servicio de IVE y la Superintendencia Nacional de Salud emitió la Circular Externa No. 03 de 2011, disposiciones declaradas nulas por el Consejo de Estado. Finalmente, el 30 de noviembre de 2012, la Secretaria Distrital de Salud, expide la Circular No. 043, publicada en el registro distrital 5152 del 5 de julio de 2013, acto objeto de censura en esta instancia. 

 
Por auto del 28 de septiembre de 2016, se tuvo por no contestada la demanda atendiendo a la inobservancia del requerimiento realizado por el despacho para que se acreditara en debida forma la representación legal de la demandada. 


CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO
   
Conforme al objeto del litigio fijado por su despacho y al material probatorio allegado al proceso esta agencia se permite rendir el siguiente concepto de fondo: 
El presente litigio gira en torno a determinar la legalidad del acto administrativo censurado, atendiendo a los argumentos esbozados por el demandante, según lo ha señalado su despacho en audiencia inicial celebrada el 23 de febrero de 2017, restringiéndose a resolver los siguientes puntos: 

1. Que asuntos en materia de interrupción voluntaria del embarazo están reservados al legislador.
2. Si a través del acto que se cuestiona, la Secretaria Distrital de Salud regulo alguno de ellos o contrario sensu, actuó en el marco de las competencias que en materia de salud le defirió el artículo 174 de la Ley 100 de 1993, y en concreto en ejercicio de la facultad de “dirección y organización de los servicios de salud para garantizar la salud pública y la oferta de servicios de salud por instituciones públicas, por contratación de servicios o por el otorgamiento de subsidios a la demanda”. 
Concepto de violación:

1. Falta de competencia para establecer lineamientos técnicos para la prestación de servicios de salud en los casos de interrupción voluntaria del embarazo, toda vez que no existe ley que regule el tema ni faculte a la Secretaria Distrital de Salud para diseñar directrices y lineamientos que reglamenten esta materia, considerando que con la expedición de la circular censurada, se extralimito en sus funciones, vulnerando los artículos 6, 11, 48, 121, 122, 152 y 315 de la Constitución Política.

2. Falta de competencia para establecer lineamientos sobre la objeción de conciencia en el marco de la prestación de servicios de salud en interrupción voluntaria del embarazo: Señala que la objeción de conciencia es un derecho fundamental que se materializa en la libertad de conciencia señalado en el artículo 18 de la Carta Política, por ende en quien recae la facultad para regular la materia es en el Congreso de la Republica únicamente a través de una ley estatutaria y no mediante un acto administrativo como lo hizo la entidad demandada, al introducir en el punto dos supuestos normativos restrictivos en el ejercicio de la objeción de conciencia, reglamentando la objeción de conciencia institucional.  toda vez que el tema regulado por este acto pues se regularon situaciones relacionados con la interrupción voluntaria del embarazo y la objeción de conciencia institucional.
3. Falsa motivación. La circular objeto de nulidad no está fundamentada en leyes sobre la materia pues las mismas son inexistentes y los reglamentos de carácter nacional expedidos (Decreto 4444 de 2006, Circular Externa 0058 de 2009 y Circular Externa 03 de 2011) fueron declarados nulos por el Consejo de Estado.
En aras de resolver los cargos se hace necesario precisar las normas relativas a la competencia que le asiste a la Secretaria Distrital de Salud en la materia: 
El sistema general de seguridad social en salud integra, en todos los niveles territoriales, las instituciones de dirección, las entidades de promoción y prestación de servicios de salud, así como el conjunto de acciones de salud y control de los factores de riesgo en su respectiva jurisdicción y ámbito de competencia.
De conformidad con las disposiciones legales vigentes, y en especial la Ley 10 de 1990 y la Ley 60 de 1993, corresponde a los departamentos, distritos y municipios, funciones de dirección y organización de los servicios de salud para garantizar la salud pública y la oferta de servicios de salud por instituciones públicas, por contratación de servicios o por el otorgamiento de subsidios a la demanda.
Para el caso, la Secretaria Distrital de Salud, es un organismo del sector central con autonomía administrativa y financiera que tiene por objeto orientar y liderar la formulación, adaptación, adopción e implementación de políticas, planes, programas, proyectos y estrategias conducentes a garantizar el derecho a la salud de los habitantes del Distrito Capital. [footnoteRef:1] [1:  Acuerdo 257 de 2006, articulo 85] 

Como organismo rector de la salud ejerce su función de dirección, coordinación, vigilancia y control de la salud pública en general del Sistema General de Seguridad Social y del régimen de excepción, en particular. El artículo 2 del acuerdo No 20 de 1990 asigna a la Secretaria Distrital de Salud la coordinación, integración, asesoría, vigilancia y control de los aspectos técnicos, científicos, administrativos y financieros de la salud. 
Entre tanto el artículo 86 del Acuerdo 257 de 2006 establece para la Secretaria Distrital de Salud entre otras funciones las siguientes, en armonía con lo establecido por el artículo 44 y siguientes de la Ley 715 de 2001. 
a. Formular, ejecutar y evaluar las políticas, estrategias, planes, programas y proyectos del sector salud y del Sistema General de Seguridad Social en Salud de conformidad con las disposiciones legales.
b. Dirigir, coordinar, vigilar y controlar el sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud en Bogotá, D.C.
c. Vigilar y controlar el cumplimiento de las políticas y normas técnicas, científicas y administrativas que expida el Ministerio de Salud y de la Protección Social, para garantizar el logro de las metas del sector salud y del Sistema General de Seguridad Social en Salud, sin perjuicio de las funciones de inspección, vigilancia y control atribuidas a las demás autoridades competentes.
d. Realizar las funciones de inspección, vigilancia y control en salud pública, aseguramiento y prestación del servicio de salud.
e. Coordinar, supervisar y controlar las acciones de salud pública que realicen en su jurisdicción las Entidades Promotoras de Salud - EPS, las Administradoras de Régimen Subsidiado - ARS, las entidades transformadas y adaptadas y aquellas que hacen parte de los regímenes especiales, así como las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud - IPS e instituciones relacionadas.
El anterior catálogo de funciones es reiterado por el artículo 2 del Decreto 507 de 2013, por el cual se modifica la estructura organizacional de la Secretaria Distrital de Salud de Bogotá, D.C. La norma en cita dispone en el numeral 4 del artículo 27 que corresponde a la Dirección Servicio a la Ciudadanía de la Secretaria Distrital de Salud, desarrollar los lineamientos técnicos sobre los estándares de la Gestión Integral de Servicio al Ciudadano, así como el acompañamiento  y asistencia técnica a las oficinas de atención al usuario de entidades públicas del sector salud y entidades administradoras de planes de beneficio.
Atendiendo al marco normativo reseñado, la Secretaria Distrital de Salud, expidió la Circular No. 043 de 2012, mediante la cual se exponen los lineamientos técnicos para la prestación de servicios de salud en interrupción voluntaria del embarazo (IVE) para los prestadores de servicios de salud en el Distrito Capital, tanto públicos como privados, en cumplimiento a lo ordenado por la Corte Constitucional, en sentencia C-355 del 10 de mayo de 2006.
La decisión judicial en cita, determina la viabilidad de ciertas conductas, sin que las mismas configuren el delito de aborto cuando por voluntad de la mujer, la interrupción del embarazo se produzca en los siguientes casos:
· Cuando la continuación del embarazo constituya peligro para la vida o la salud de la mujer, certificado por un médico.
· Cuando exista grave malformación del feto que inviable su vida, certificada por un médico.
· Cuando el embarazo sea el resultado de un conducta, debidamente denunciada, constitutiva de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento abusivo, o de inseminación artificial o de transferencia de ovulo fecundado no consentidas, o de incesto. 
En desarrollo de la sentencia C-355 de 2006, se profiere la decisión en via de tutela T-388 de 2009, mediante la cual se insta a todas las autoridades que hacen parte del sistema general de seguridad social en salud a proveer los medios suficientes para garantizar la prestación del servicio de IVE en los casos determinados por la Corte. Al respecto señalo en el numeral cuarto lo siguiente:
“CUARTO: ORDENAR a la Superintendencia Nacional de Salud para que de manera pronta adopte las medidas indispensables con el fin de que las EPS e IPS – independientemente de si son públicas o privadas, laicas o confesionales - cuenten con las personas profesionales de la medicina así como el personal idóneo y suficiente para atender el servicio de interrupción voluntaria del embarazo bajo los supuestos previstos en la sentencia C-355 de 2006 así como se abstengan de incurrir en exigencias adicionales inadmisibles - como las enumeradas por la Sala en el fundamento jurídico número 8 de la presente sentencia y bajo entera observancia de las exigencias determinadas en el fundamento jurídico 31 de la misma. Lo anterior deberá suceder en todos los niveles territoriales con estricta consideración de los postulados de referencia y contrarreferencia asegurando, de esta manera, que dentro de las redes públicas de prestadores del servicio de salud en los niveles departamental, distrital y municipal se garantice el servicio de interrupción voluntaria del embarazo bajo las hipótesis establecidas en la sentencia C-355 de 2006.”
Considera el accionante que la circular objeto de nulidad, fue expedida sin competencia por parte de la Secretaria de Salud Distrital, toda vez que no existe una ley, decreto reglamentario, resolución o acuerdo que regule el tema relativo a la interrupción voluntaria del embarazo, argumentación que soporta en dos decisiones del Consejo de Estado a saber:

· Sentencia del 13 de marzo de 2013 proferida dentro del radicado 11001-03-24-000-2008-00256-00, por la Sección Primera del Consejo de Estado, declarando la nulidad del Decreto No. 4444 de 2006, mediante el cual se reglamenta la prestación de unos servicios de salud sexual y reproductiva, considerando que hubo una indebida utilización por el Ejecutivo de la potestad reglamentaria que le confiere el artículo 189.11 de la Constitución, cuyo ejercicio presupone siempre la existencia de una norma con rango de ley que requiera ser precisada o puntualizada por el correspondiente decreto reglamentario; por lo cual (ii) tal decisión no se adoptó por razones de fondo sino de forma, más exactamente de tipo competencial, toda vez que las facultades reglamentarias del Presidente no pueden ser invocadas y ejercidas para reglamentar una sentencia. De donde se deriva, como se manifiesta en el propio cuerpo del fallo, que (iii) lo allí resuelto “en modo alguno comprende pronunciamiento sobre la legalidad del contenido normativo del acto acusado, puesto que la razón que acarrea su nulidad es, según quedó expuesto, la vulneración del artículo 189, numeral 11 de la CP.

· Sentencia del 23 de mayo de 2013, proferida dentro del radicado 11001-03-24-000-2012-00017-00, por la Sección Primera del Consejo de Estado, decisión que declara la nulidad de las Circulares No. 058 de 2009 y No. 03 de 2013, expedidas por la Superintendencia Nacional de Salud, mediante las cuales se determinan algunas directrices en cumplimiento de las sentencias C-355 de 2006 y T-388 de 2009 de la Corte Constitucional. Analizado el marco normativo y jurisprudencial que sustentan su expedición, encuentra esta corporación que ninguna de ellas le asigna a la Superintendencia facultades para regular servicios de salud o el servicio de IVE, dado que su competencia se restringe a la inspección, vigilancia y control de las entidades prestadoras de servicios de salud que se encuentran en la órbita del Sistema General de Seguridad Social en Salud. Adicionalmente, señala que las circulares mencionadas, reproducen disposiciones idénticas a las contenidas en el Decreto 4444 de 2006, acto que se encontraba suspendido de por la jurisdicción, pese a la prohibición establecida en el artículo 158 CCA.

Con posterioridad a las decisiones aludidas, la Sección Primera del Consejo de Estado, profirió la sentencia del 13 de octubre de 2006, dentro del radicado número 11001-03-24-000-2013-00257-00, en la que se estudió la legalidad de la Circular Externa No. 003 del 26 de abril de 2013, emitida por la Superintendencia Nacional de Salud, “por la cual se imparten instrucciones sobre la interrupción voluntaria del embarazo (IVE), en aplicación de la Constitución Política, los Tratados Internaciones y las sentencias de la Corte Constitucional, y se deroga la Circular No. 03 de 2011”.

En esta oportunidad el Consejo considero que si bien el tema objeto de debate se relacionaba con derechos fundamentales a la vida, a la IVE y a la objeción de conciencia, cuya reglamentación era objeto de reserva legal también reconoció  que desde la óptica de la competencia del ente, no hay duda que LA SUPERINTENDENCIA está facultada para emitir instrucciones específicas destinadas a los prestadores de servicios de salud y a todos aquellos entes que estén bajo su inspección, vigilancia y control en relación con el acatamiento del régimen jurídico de la IVE, advirtiendo que la Circular No. 003 de 2013, no puede ser calificada como una regulación integral ni completa de este derecho fundamental, pues es claro que se trata apenas de reglas básicas, que antes que agotar la materia y definir su régimen de manera exhaustiva, buscan asegurar de forma mínima su efectividad. 

Esta sola circunstancia excluye la exigencia de que la cobertura legal requerida sea especial (rectius ley estatutaria) y valida su expedición con base en disposiciones legales ordinarias, sea que éstas hayan sido adoptadas por el procedimiento ordinario, sea que formen parte del bloque de constitucionalidad y hayan resultado de la aplicación del procedimiento especial de adopción de tratados internacionales. En este orden, por ser una regulación que no define de manera integral y completa el régimen de la IVE, lo referente al criterio de la estructuralidad de los contenidos normativos impuestos, también empleado por la jurisprudencia constitucional a efectos de determinar la extensión de la reserva de ley estatutaria, no será tenido en cuenta. Esto, debido a que entraña una valoración material del contenido dispositivo impuesto que está supeditada a que los preceptos examinados formen parte de una regulación formalmente susceptible de ser catalogada de integral y completa, no siendo procedente su evaluación allí donde no se supere ese primer nivel de escrutinio. Por lo anterior, la ausencia de una ley estatutaria que enmarque las decisiones de la Circular No. 003 de 2013 de LA SUPERINTENDENCIA no puede ser considerado como un argumento invalidante de sus instrucciones. 

Acorde con lo anterior, procedió con el análisis de cada una de las instrucciones contenidas en la circular demandada, concluyendo la legalidad de las instrucciones primera, tercera (parcial), quinta, sexta, séptima, octava, novena, décima, décima tercera, décima cuarta y décimo quinta, pues gozan de un amparo normativo prima facie adecuado, en tanto que las disposiciones de la Constitución y de las leyes 51 de 1981, 23 de 1981, 100 de 1993, 248 de 1995, 1122 de 2007, 1438 de 2011 y 1571 de 2015 ofrecen una base normativa en principio clara a lo dispuesto por la circular atacada. 

En relación con las instrucciones segunda, cuarta, decima primera y décimo segunda (parcialmente), asevero que carecían por completo de cobertura normativa  de manera parcial, obrando fuera de sus competencias constitucionales y legales.

Ahora bien, retomando el marco de competencias de la Secretaria Distrital de Salud, se observa que a nivel distrital a este ente le asisten las facultades de dirección, coordinación, inspección, vigilancia y control del sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud en Bogotá, D.C, facultades iguales a las atribuidas a la Superintendencia a nivel nacional, cuyo ejercicio determino la expedición de la circular censurada en esta instancia. 

En ese orden de ideas, adicionales a las facultades asignadas a la Superintendencia, la Secretaria cuenta con las de dirección y coordinación, lo que implica que pueda emitir directrices relacionadas con la materia, orientadas a ilustrar a sus vigilados sobre la forma como se debe acatar el conjunto de normas que rigen el sector, con mayor razón si tales reglas provienen de una sentencia de constitucionalidad de una ley, cuya obligación se impone a las autoridades tanto judiciales como administrativas por mandato constitucional y de manera expresa en decisiones como la contenida en la sentencia T- 388 de 2009. 

Para la Sección Primera del Consejo de Estado la proclamación constitucional de la dignidad humana como derecho fundamental y principio vertebrador del ordenamiento jurídico (artículo 1), así como la proclamación del libre desarrollo de la personalidad (artículo 16), del derecho a la vida (artículo 11), a la salud (artículos 48 y 49) y de los derechos sexuales y reproductivos de la mujer (artículo 43), lo mismo que lo previsto al respecto por distintos instrumentos internacionales que forman parte del bloque de constitucionalidad  (artículo 93) y lo resuelto por la Corte Constitucional en la sentencia C-355 de 2006 y en la abundante jurisprudencia de tutela que se ha ocupado del asunto[footnoteRef:2], no dejan duda sobre la existencia en Colombia del derecho fundamental a la IVE de las mujeres que se encuentran en los tres supuestos definidos por la Corte. Derecho fundamental que cuya efectividad está directamente ligada con la responsabilidad del Estado en materia de salud, por lo cual las garantías de su disfrute dependen del cumplimiento por parte de las autoridades de su obligación de asegurar el acceso a servicios de salud prestados de manera integral, oportuna, con calidad y eficacia.  [2:  Véase las sentencias T-841 de 2011, T-585 de 2010 o T-732 de 2009. Al respecto, en la sentencia T-585 de 2010 expresó la Corte que “[r]esulta innegable que, a partir de la sentencia C-355 de 2006, surgió en Colombia un verdadero derecho a la interrupción voluntaria del embarazo en cabeza de las mujeres que se encuentran incursas en las tres hipótesis despenalizadas. En efecto, como se indicó, en esta sentencia la Corte concluyó que la protección de los derechos fundamentales de la mujer a la dignidad humana, al libre desarrollo de la personalidad, a la vida y a la salud física y mental –contenidos en la Constitución de 1991 y en el bloque de constitucionalidad- implican reconocerle la autonomía para decidir libremente si interrumpir o continuar la gestación en las tres precisas circunstancias ya señaladas, de modo tal que la sanción penal resultaba desproporcionada”. En sentido análogo, véase la sentencia C-745 de 2015 de la Corte Constitucional.] 


Lo anterior, denota la fuerza vinculante de los precedente jurisprudenciales en nuestro país, como fuente formal del derecho, al amparo de lo establecido en los artículos 1, 13, 29, 228 y 230 de la Carta, sin que ello pueda tornarse en una regla absoluta, dado que admite la potestad del operador jurídico que lo aplica de apartarse eventualmente de la regla fijada.

Sin embargo, ello no viabiliza para que por vía de este tipo de instrumentos se pretenda positivar las reglas que sobre el IVE establezca la jurisprudencia, no obstante dadas las circunstancias particulares que concurren en este caso, como son la orden expresa dada por la Corte Constitucional, el vacío legal existente, la habilitación de normas de competencia para la Secretaria Distrital de Salud que son las mismas que en su momento fueron ponderadas por el Consejo de Estado para definir la legalidad de la Circular No. 003 de 2013, esta agencia del Ministerio Publico, considera que debe realizarse un ejercicio similar en aras de determinar si la temática tratada en la Circular Distrital No. 043 de 2012, corresponde al ejercicio de las facultades de inspección, vigilancia y control de la Secretaria Distrital de Salud, como órgano rector de esta materia, sin que con ello se desconozca la reserva legal señalada en el artículo 152 de la Carta Política, procediendo a realizar un cuadro comparativo frente al contenido desarrollado por la Circular Externa No. 003 de 2013, analizada por el Consejo de Estado, para concluir si goza o no de una cobertura normativa:

	Circular No. 43 de 2012 – Secretaria Distrital de Salud
	Circular Externa No. 003 de 2013 – Superintendencia Nacional de Salud

	Promoción y prevención.

1.1.1. Promoción  de la Salud: Apoyada en la política de promoción a la salud y calidad de vida concebida por el Plan Nacional de Salud Pública, considera como líneas de acción difundir, trabajar y educar a las mujeres en edad fértil en el Distrito Capital en el alcance de la Sentencia C-355 de 2006, con miras a lograr la apropiación y el ejercicio de los derechos reconocidos mediante este pronunciamiento constitucional. Formular, implementar y evaluar acciones de información, educación y comunicación para el reconocimiento de los derechos sexuales y los derechos reproductivos de las mujeres.
 
Diseñar e implementar estrategias encaminadas a incentivar, informar y educar a la población en las actividades de protección específica y detección temprana, así como en la adhesión a los programas de salud sexual y salud reproductiva, con énfasis en servicios de regulación de la fecundidad, el conocimiento y el uso de métodos anticonceptivos modernos y seguros, y en el acceso temprano de la mujeres en gestación al control prenatal.
 
Garantizar el derecho a la salud plena de las mujeres generando estrategias necesarias para el libre acceso a la información, la solicitud y la práctica de la IVE en el marco de la sentencia C-355 de 2006.
 
Estipular estrategias de identificación, información y canalización de mujeres gestantes en las circunstancias despenalizadas para la práctica de un aborto contempladas en la Sentencia C-355 de 2006.
 
Desarrollar acciones específicas a todas las niñas, las adolescentes, las jóvenes y las mujeres adultas orientadas a la prevención de la violencia y el abuso sexual, y brindar información sobre los sitios y las líneas de atención donde pueden acudir en busca de ayuda u orientación.

	Sexta Instrucción: Los prestadores de servicios de salud, las entidades administradoras de planes de beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las entidades territoriales, deben brindar a todas las mujeres información, suficiente, amplia y adecuada, así como orientación, apoyo y acompañamiento en relación con las alternativas terapéuticas disponibles en la prestación de servicios de IVE, a fin de facilitar el acceso oportuno y eficiente a dichos servicios y permitir que puedan tomar una decisión informada en ejercicio de sus derechos sexuales y reproductivos, lo que incluye el derecho a estar plenamente informadas respecto al alcance de las sentencias de la Corte Constitucional y de la presente circular.

	1.2. Solicitud del IVE

Todas las instituciones prestadoras de servicios de salud (IPS) deben contar con servicios de IVE, o tener la capacidad y las rutas establecidas para garantizar la remisión oportuna en caso de requerirla. La decisión en cuanto al sitio de atención se debe tomar según la edad gestacional y el estado de salud de la mujer, y siempre evitando que la remisión se convierta en una barrera de acceso en una IPS. Por lo tanto, la remisión debe recaer en una institución que garantice la seguridad del paciente durante todo el proceso de atención que requiera la mujer:
 
Los servicios de interrupción del embarazo bajo las hipótesis contempladas en la sentencia C-355 de 2006 deben estar disponibles en todo el territorio nacional bajo estricto seguimiento de los postulados de referencia y contrarreferencia, y las mujeres en estado de gravidez han de poder acceder a los mismos en todos los niveles de complejidad que lo requieran.
 
Los departamentos, distritos y municipios están obligados a asegurar la suficiente disponibilidad de servicios de la red pública con el propósito de garantizarles a las mujeres gestantes el acceso efectivo al servicio de interrupción voluntaria del embarazo en condiciones de calidad y de salubridad […].6
 
En cualquier situación donde sea procedente remitir a una mujer para atención por IVE en otro nivel o en otra institución, es necesario hacer el seguimiento del caso, para verificar que se le brinde la atención necesaria y que la remisión haya sido efectiva.

1.2.1. Prácticas prohibidas
 
En diversos pronunciamientos, la Corte Constitucional enuncia prácticas prohibidas acerca de la atención que se debe brindar a las mujeres que buscan acceder a una IVE. Es pertinente articular aquí este lineamiento.
 
Está terminantemente prohibido elevar obstáculos, exigencias o barreras adicionales a las establecidas en la referida sentencia C- 355 para la práctica del aborto en los supuestos allí previstos. Se han identificado como  barreras inadmisibles, entre otras, las siguientes:
 
* Realizar juntas médicas, de revisión o de aprobación por auditores que ocasionan tiempos de espera injustificados para la práctica del aborto inducido.
 
* Impedir a las niñas menores de 14 años en estado de gravidez exteriorizar libremente su consentimiento para efectuar la interrupción voluntaria del embarazo, cuando sus progenitores o representantes legales no están de acuerdo con dicha interrupción.
 
* Imponer requisitos adicionales, verbigracia, exigir: (a) dictámenes de medicina forense; (b) órdenes judiciales; (c) exámenes de salud que no son practicados de manera oportuna; (d) autorización por parte de familiares, asesores jurídicos, auditores, médicos y pluralidad de galenos.
 
* Alegar objeción de conciencia colectiva que desencadena, a su turno, objeciones de conciencia, institucionales e infundadas.
 
* Suscribir pactos —individuales o conjuntos— para negarse a practicar la interrupción del embarazo.
 
* Acogerse a formatos o plantillas de adhesión que incidan en que las entidades hospitalarias no cuenten en su planta de personal con médicos dispuestos a prestar los servicios de interrupción voluntaria del embarazo, sea por cuanto estos (as) profesionales de la medicina son víctimas de discriminación en el momento en que se efectúa su vinculación laboral o por cuanto, una vez vinculados(as), reciben presiones en el sentido de abstenerse de practicar abortos.
 
* Descalificar conceptos médicos expedidos por psicólogos a quienes Ley 1090 de 2006 les reconoce el status de profesionales de la salud.
 
* Ser reticentes en cumplir a cabalidad con las reglas de referencia y contrarreferencia imprescindibles para atender eventos en los que el servicio médico —en este caso la práctica del aborto inducido— no está disponible en el centro hospitalario al que acude la paciente.
 
* No disponer dentro de algunas redes públicas de prestadores del servicio de salud en los niveles departamental, distrital y municipal del servicio de interrupción voluntaria del embarazo […].7

	Segunda Instrucción. Medidas administrativas y obstáculos inconstitucionales a la práctica de la IVE. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, tienen prohibido generar obstáculos o exigir requisitos adicionales a los señalados en la Sentencia C-355 de 2006 para prestar servicios de interrupción voluntaria del embarazo, por tal razón deben:
1. Contar con profesionales de la salud sensibilizados en género y capacitados en la prestación de servicios de IVE con el fin de que cumplan con sus obligaciones constitucionales y legales de respetar los derechos de las mujeres.
2. Tomar las medidas conducentes a evitar que el personal médico, asistencial y/o administrativo, exija documentos o requisitos adicionales a los establecidos en la Sentencia C-355 de 2006 para la práctica del procedimiento de IVE. Entre las actuaciones prohibidas, se pueden enunciar las siguientes:
i. Realizar juntas médicas, de revisión o de aprobación por auditores que ocasionan tiempos de espera injustificados para la práctica de la IVE.
ii. Exigir a las adolescentes menores de 14 años en estado de gravidez, el consentimiento de sus representantes legales para acceder a los servicios de IVE.
iii. Exigir, (a) dictámenes de medicina forense; (b) órdenes judiciales; (c) exámenes de salud adicionales (d) autorización por parte de familiares, asesores jurídicos, auditores, médicos y pluralidad de profesionales de la salud.
iv. Alegar objeción de conciencia colectiva e institucional.
v. Suscribir pactos individuales o conjuntos - para negarse a practicar la interrupción del embarazo.
vi. Acogerse a formatos o plantillas de adhesión que incidan en que las entidades hospitalarias no cuenten en su planta de personal con médicos dispuestos a prestar los servicios de IVE.
vii. Descalificar conceptos expedidos por psicólogos a quienes la Ley 1090 de 2006 les reconoce el estatus de profesionales de la salud.
viii. Incumplir con los parámetros del sistema de referencia y contrarreferencia para impedir la práctica de la IVE.
Esta enunciación de medidas o prácticas restrictivas de IVE, no es taxativa. Cualquier otra medida análoga o que conduzca al mismo resultado inconstitucional constituye violación del régimen jurídico vigente.
3. Las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, las Entidades Territoriales y en general las entidades responsables del pago deben constituir y garantizar el funcionamiento de un sistema de referencia y contrarreferencia que permita contar con un número adecuado de prestadores de servicios de salud habilitados para prestar los servicios de interrupción voluntaria del embarazo.
4. Permitir a las mujeres que accedan a la IVE de manera real, oportuna y efectiva con servicios de calidad dentro del marco del Sistema de Seguridad Social en Salud en todos los niveles de complejidad.
5. Los actores del Sistema de Seguridad Social en Salud no pueden generar barreras administrativas que den lugar a la dilación de la prestación del servicio de IVE.
6. Los entes territoriales deben vigilar que los servicios de IVE estén disponibles en todo el territorio nacional. Los departamentos, distritos y municipios deben contar con una amplia red pública que garantice la prestación del servicio de IVE.


	1.2.2 Valoración inicial.
1.2.2.1 Historia clínica. Toda solicitud de IVE debe quedar consignada en la historia clínica garantizando la calidad de atención bajo el desarrollo de las siguientes actividades: 
- Valoración integral de la salud, que incluya la condición mental.
- Verificación por parte del medico de la existencia del requisito legal de procedibilidad que para la interrupción del embarazo estableció la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-355 de 2006, según causal despenalizada: a) Certificado médico para los casos en los cuales existe peligro para la vida y salud de la mujer; este certificado puede estar apoyado con la valoración de psicología. b) Certificado médico en aquellos casos en los que existe malformación grave del feto, incompatible con la vida; c) fotocopia de la denuncia penal para aquellos casos en los que el embarazo es resultado de cualquier forma de abuso sexual (acceso carnal o acto sexual sin consentimiento o abusivo), de inseminación o transferencia de óvulo fecundado no consentido o de incesto.
-Registro explícito por parte del médico de la totalidad de hallazgos clínicos que sustenten la causal invocada por la mujer, y el soporte en la historia clínica del requisito legal de procedibilidad establecido por la Sentencia C-355 de 2006.
Información y asesoramiento a la mujer para la toma de decisiones, registrando en la historia clínica los aspectos asesorados. El asesoramiento debe ser realizado por un profesional de medicina o psicología; para las mujeres debe ser voluntario, confidencial e imparcial.
 
Se hace necesario, entonces, que la paciente pueda exigir a los integrantes del Sistema General de Seguridad Social en Salud la atención pronta y resolutiva. De manera adicional, y tal como se deriva de sentencias de tutela emanadas como consecuencia de la Sentencia de Constitucionalidad C-355 de 2006, se mencionan los siguientes pasos:
 
28.- En virtud de este contenido del derecho fundamental a la IVE, la gestante puede exigir de las entidades públicas y de los particulares que participan del Sistema General de Seguridad Social en Salud —E.P.S., I.P.S. y profesionales de la salud que la atiendan—:
 
(i) Una valoración médica oportuna sobre el peligro que representa el embarazo para su vida o su salud. Esta se debe dar en aquellos eventos en que los profesionales de la salud advierten la posibilidad de que se configure ésta hipótesis o cuando la mujer gestante alega estar incursa en ella por los síntomas que presenta. Además, debe ser integral, es decir, incluir una valoración del estado de salud mental pues la sentencia C-355 de 2006 determinó que la amenaza para ésta también legítima una solicitud de IVE.
 
(ii) La expedición oportuna del certificado médico para proceder a la IVE, el cual debe responder a los resultados de la valoración médica realizada.
 
29.- Así, de un lado, la obligación de respeto de la faceta de diagnóstico del derecho fundamental a la IVE implica que una E.P.S., I.P.S. o un profesional de la salud no puede:
 
(i) Negar o dilatar la realización de las consultas o exámenes necesarios para verificar si el embarazo amenaza la vida o la salud física o mental de la gestante.
 
(ii) Negar o dilatar la emisión del certificado médico una vez hecha la valoración o expedir uno que no corresponda con el diagnóstico efectuado.8
 
Esta valoración debe garantizar el acceso a la IVE en cinco días calendario.
 
se ordenará a la Superintendencia Nacional de Salud que, por los medios que considere efectivos y adecuados, informe a las empresas promotoras de salud y las instituciones prestadoras de salud que:
 
Deben responder de forma oportuna las solicitudes de IVE y que un término razonable para ello y para realizar su práctica —de ser médicamente posible— es de cinco (5) días.9
 

 
	Novena. Derecho al diagnóstico. Jurisprudencialmente se ha establecido que “Toda persona tiene derecho a acceder a las pruebas y exámenes diagnósticos indispensables para determinar si requiere o no un servicio de salud”. En virtud de lo expuesto, las mujeres que se encuentren en cualquiera de las causales de la Sentencia C-355 de 2006 y deseen acceder a una IVE, en ejercicio del derecho a la salud, tienen el derecho de obtener de manera oportuna un diagnóstico de su estado de salud, para poder conocer con precisión, cuáles son los procedimientos, tratamientos o medicamentos que requiere.
Por lo anterior, es una obligación de las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, garantizar el derecho al diagnóstico. Los Prestadores de Servicios de Salud, en aplicación de tal derecho, deben adoptar protocolos de diagnóstico oportuno que permitan determinar si la mujer se encuentra en los supuestos despenalizados por la Corte Constitucional en la Sentencia C-355 de 2006, y en consecuencia expedir el certificado médico que dé cuenta de las causales: “(i) Cuando la continuación del embarazo constituya peligro para la vida o la salud de la mujer”, y (ii) “Cuando exista grave malformación del feto que haga inviable su vida”.
Para tales efectos, los prestadores de servicios de salud deben adoptar un protocolo de diagnóstico rápido en el término de 30 días calendario contados a partir de la publicación de la presente Circular (si aún no lo han hecho). Tal protocolo debe ser integral, es decir, incluir una valoración del estado de salud mental de la usuaria. Las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios y las Entidades Territoriales deberán informar a esta Superintendencia, en el informe semestral de Red de Prestadores, sobre el cumplimiento de esta obligación en su respectiva red.

Séptima. Confidencialidad. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, así como el personal médico asistencial y administrativo que atienda la solicitud de mujeres, para acceder a los servicios de IVE, están obligados a brindar plena confidencialidad y a mantener la reserva legal sobre la información recibida. Es un imperativo constitucional y legal el respetar el derecho de las mujeres a la intimidad y a la dignidad.
En consecuencia, los profesionales de la salud están obligados a mantener el secreto profesional en los términos establecidos por la Ley 23 de 1981 y demás normas concordantes.

Sexta Instrucción: Deber de información, suficiente, amplia y adecuada, así como orientación, apoyo y acompañamiento en relación con las alternativas terapéuticas disponibles en la prestación de servicios de IVE, a fin de facilitar el acceso oportuno y eficiente a dichos servicios y permitir que puedan tomar una decisión informada en ejercicio de sus derechos sexuales y reproductivos.
Décima Primera. Tiempo razonable para practicar la IVE. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, deben responder de forma oportuna las solicitudes de IVE. El término razonable para ello y para realizar su práctica (de ser médicamente posible) es de cinco (5) días, contados a partir de la consulta.
Las Administradoras de Planes de Beneficios y Entidades Territoriales a quienes se les solicita la práctica de la IVE con base en una certificación médica de un profesional externo, deben proceder, si lo consideran necesario desde el punto de vista médico, a ratificarla o refutarla con fundamentos técnico-científicos, a través de cualquiera de los profesionales de la salud pertenecientes a su red de servicios, con base en la condición médica particular de la gestante, pero tal trámite debe darse en todo caso dentro de los cinco días que constituyen el plazo razonable para contestar la solicitud de IVE y proceder a la misma.
De superarse este término, sin que se emita la ratificación o refutación del certificado médico externo, se debe proceder a la realización de la IVE con el concepto existente.

	1.2.2.2.Verificacion de causales
1.2.2.2.1 Primera Causal: Cuando la continuación del embarazo constituya peligro para la vida o la salud de la mujer certificado por un medico
1.2.2.2.1.1. Como puede el medico reconocer esta situación?
1.2.2.2.1.2 Requisitos legales.
1.2.2.2.2. Segunda Causal: Cuando exista grave malformación del feto que haga inviable su vida, certificada por un medico
1.2.2.2.2.1. Como puede el medico reconocer esta situación?
1.2.2.2.2.2 Requisitos legales.
1.2.2.2.3. Tercera Causal: Cuando el embarazo sea el resultado de una conducta debidamente denunciada, constitutiva de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, inseminación artificial o trasferencia de ovulo fecundado no consentidas o de incesto. 
1.2.2.2.3.1. Como puede el medico reconocer esta situación?
1.2.2.2.3.2 Requisitos legales.



	Tercera. Mujeres en condición de discapacidad. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, en casos de mujeres en condición de discapacidad no pueden elevar obstáculos ni exigir requisitos adicionales a los contemplados en la C-355 de 2006 para la prestación del servicio de IVE.
En esa eventualidad la solicitud de la IVE puede efectuarla cualquiera de sus representantes legales u otra persona que actúe en su nombre, sin requisitos formales adicionales al denuncio penal por acceso o acto carnal violento o abusivo.
Quinta. Respeto a la autonomía de las mujeres. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, así como todos los profesionales de la Salud, no pueden decidir por la mujer la práctica de la IVE o la continuación del embarazo.
Sexta: Deber de información, orientación y acompañamiento

	1.2.2.3 Asesoría y acompañamiento
Para todas las mujeres que optan por una IVE, después de la valoración clínica se le debe ofrecer una asesoría como parte de la atención integral. Si la mujer no la desea, esta no debe ser obligatoria ni se constituye en un prerrequisito para acceder a la IVE; tampoco puede ser motivo para dilatar la atención. Esta asesoría puede ser brindada por profesional de medicina o psicología.
 
En general, la asesoría debe consistir en un acompañamiento emocional, que se constituye en una oportunidad para la mujer de hablar sobre cómo se siente, cómo llegó a la situación actual y sobre sus condiciones particulares dentro del marco de los derechos sexuales y reproductivos. Durante la asesoría también debe recibir información completa, precisa y comprensible, en condiciones de calidez, respeto, privacidad y confidencialidad. En ningún momento la asesoría debe buscar la imposición de valores o de creencias; tampoco, pretender imponer o cambiar la decisión de la mujer. Menos aún, busca aconsejar, juzgar o adoctrinar.
 
La asesoría debe ser proporcionada en un ambiente de estricta privacidad y en condiciones de confidencialidad, capaces de garantizar que se protegerá la información revelada dentro de ella.

	Quinta. Respeto a la autonomía de las mujeres. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, así como todos los profesionales de la Salud, no pueden decidir por la mujer la práctica de la IVE o la continuación del embarazo.
Sexta: Deber de información, orientación y acompañamiento
Séptima. Confidencialidad. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, así como el personal médico asistencial y administrativo que atienda la solicitud de mujeres, para acceder a los servicios de IVE, están obligados a brindar plena confidencialidad y a mantener la reserva legal sobre la información recibida.
Décima. Prohibición de juicios de valor. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, deben abstenerse de proferir juicios de valor o juicios de responsabilidad penal sobre las mujeres afiliadas a la entidad que soliciten la práctica de la IVE.
.


	1.2.2.4. Consentimiento informado
 
El consentimiento informado es la manifestación libre y voluntaria de la mujer embarazada, donde ella solicita y acepta someterse a una IVE no constitutiva del delito de aborto, y para la que debe haber recibido información clara, real y completa sobre sus derechos, los procedimientos, los riesgos y los efectos para su salud y su vida. Este consentimiento deberá suscribirse con antelación al procedimiento de IVE y anexarse a la historia clínica.
 
La IVE requiere el consentimiento informado de las mujeres, incluidas las mayores de 14 años. Esta decisión debe reflejar la voluntad de la mujer de acceder a la prestación de dichos servicios, libre de coerción o de discriminación, sin que se necesite obtener permiso, autorización o notificación de un tercero.
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 23 de 1981, “Por la cual se dictan normas en materia de ética médica” tratándose de menores de 14 años, personas en estado de inconsciencia o mentalmente incapaces, la IVE requerirá la autorización de los padres, los tutores(as) o los allegados(as), a menos que la urgencia del caso exija una intervención inmediata. En todo caso, se procurará conciliar el derecho de la paciente a la autodeterminación con la protección de la salud, sin menoscabar el consentimiento de la menor de 14 años.
 
Sin excepción, la información y la asesoría durante el proceso de atención deberán garantizar el ejercicio autónomo de los derechos fundamentales de la mujer, protegidos por la sentencia C-355/06.
 
A continuación se sugiere un modelo de consentimiento informado, el cual puede ser acogido por los servicios de salud. En todo caso, el formato que se adopte deberá guardar estricta sujeción a lo consignado en este numeral.
 

	Quinta. Respeto a la autonomía de las mujeres. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, así como todos los profesionales de la Salud, no pueden decidir por la mujer la práctica de la IVE o la continuación del embarazo.
Sexta: Deber de información, orientación y acompañamiento
Tercera. Mujeres en condición de discapacidad. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, en casos de mujeres en condición de discapacidad no pueden elevar obstáculos ni exigir requisitos adicionales a los contemplados en la C-355 de 2006 para la prestación del servicio de IVE.
En esa eventualidad la solicitud de la IVE puede efectuarla cualquiera de sus representantes legales u otra persona que actúe en su nombre, sin requisitos formales adicionales al denuncio penal por acceso o acto carnal violento o abusivo.
Decima Segunda. No existencia de restricción temporal para la IVE. Como toda intervención médica, la práctica de la IVE en estas condiciones debe estar precedida de un consentimiento idóneo e informado sobre el procedimiento a realizar y sus riesgos y beneficios.


	1.2.2.5 Limites de edad gestacional para la práctica de IVE
Una variedad de situaciones hace surgir la necesidad de servicios de IVE en etapas más avanzadas del embarazo; especialmente, en grupos de mujeres con mayor vulnerabilidad. Todos los niveles del sistema de salud deben tener la posibilidad de realizar una derivación a centros que tengan la capacidad de llevar a cabo la IVE en etapas más avanzadas, de una manera segura.
 
…ni la sentencia C-355 de 2006 ni ninguna norma legal ha fijado límite temporal alguno para la realización de la IVE en los casos despenalizados, lo que no permite que el juez —u otra autoridad o particular que participe en el sistema de salud— establezca una regla general que la impida después de cierto tiempo de gestación  […].
 
[…]
 
En ausencia de una norma legal que establezca una restricción de carácter temporal para la IVE en las hipótesis despenalizadas, esta Sala debe garantizar el mínimo reconocido en la sentencia C-355 de 2006 pues en esta se dejó claro que la falta de desarrollo legal no podía implicar la negación del derecho a la IVE. Con ello en mente, la Sala estima que la decisión sobre la realización de la IVE en una etapa de gestación cercana al nacimiento  […] debe ser tomada en cada caso concreto mediante una ponderación de (i) la causal de que se trate, (ii) de criterios médicos soportados en la condición física y mental particular de la mujer gestante y, en todo caso, (iii) del deseo de la misma. Como toda intervención médica, la práctica de la IVE en estas condiciones debe estar precedida de un consentimiento idóneo e informado sobre el procedimiento a realizar y sus riesgos y beneficios  […].25


	Decima Segunda. No existencia de restricción temporal para la IVE. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, deben conocer que en ausencia de una norma legal que establezca una restricción de carácter temporal para la IVE en las hipótesis despenalizadas, se debe garantizar el mínimo reconocido en la Sentencia C-355 de 2006.
No existe una regla general que impida la IVE después de cierto tiempo de gestación, por lo cual no corresponde a ninguna autoridad establecerla. Así, la decisión sobre la realización de la IVE en cada etapa de la gestación debe ser tomada en cada caso concreto mediante una ponderación de (i) la causal de que se trate, (ii) de criterios médicos soportados en la condición física y mental particular de la mujer gestante y, en todo caso, (iii) del deseo de la misma. Como toda intervención médica, la práctica de la IVE en estas condiciones debe estar precedida de un consentimiento idóneo e informado sobre el procedimiento a realizar y sus riesgos y beneficios.
	

	1.2.3. Práctica del procedimiento
1.2.3.1. Técnicas para la terminación del embarazo
1.2.3.1.1. Métodos para ser utilizados hasta doce semanas completas desde la fecha de última menstruación o por ecografía 1.2.3.1.2. Métodos para ser utilizados después de las doce semanas completas desde la fecha de la última menstruación o por ecografía 1.2.4 Manejo de complicaciones
	

	1.2.5 Seguimiento 
1.2.5.2 Asesoría en regulación de la fecundidad y métodos anticonceptivos
1.2.5.2 Atención de la salud mental
	Sexta. Información. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, deben: 1. Brindar a todas las mujeres información, suficiente, amplia y adecuada, así como orientación, apoyo y acompañamiento en relación con las alternativas terapéuticas disponibles en la prestación de servicios de IVE, a fin de facilitar el acceso oportuno y eficiente a dichos servicios y permitir que puedan tomar una decisión informada en ejercicio de sus derechos sexuales y reproductivos.


	1.2.6 Sistemas de información
	Sexta. Información. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, deben: 2. Informar al Ministerio de Salud y Protección Social acerca de las instituciones, dentro de su red, habilitadas para prestar servicios de IVE de baja, mediana y alta complejidad, que cuentan con profesionales dispuestos a proveer el servicio IVE

	2. Objeción de conciencia La objeción de conciencia se presenta cuando el cumplimiento de la normatividad vigente exige por parte de las personas obligadas a cumplirlo un comportamiento que su conciencia prohíbe. Surge así, como resultado, un conflicto entre las creencias y la forma de ver la vida de una mujer y su prestador(a) de salud, cuando ella requiere una IVE y se halla dentro de las causales despenalizadas.
 
Esta situación ha sido reconocida y resuelta por la Corte Constitucional, que en numerosas providencias ha fijado claros lineamientos que buscan proteger al máximo los derechos en conflicto, a través de la Sentencia T-209 de 2008, en la cual se establece:
 
* Los profesionales de la salud en todos los niveles tiene la obligación ética, constitucional y legal de respetar los derechos de las mujeres.
 
* Los médicos o el personal administrativo no puede exigir documentos o requisitos adicionales a los mencionados en el numeral primero (del acápite de conclusión del mismo fallo T-209 de 2008), con el fin de abstenerse de practicar o autorizar un procedimiento de IVE.
 
* La objeción de conciencia no es un derecho del que son titulares las personas jurídicas.
 
* La objeción de conciencia es un derecho que solo es posible reconocer a las personas naturales.
 
* La objeción de conciencia debe presentarse de manera individual en un escrito en el que se expongan debidamente los fundamentos.
 
* La objeción de conciencia no puede presentarse de manera colectiva.
 
* La objeción de conciencia debe fundamentarse en una convicción de carácter religioso.
 
* La objeción de conciencia no puede fundamentarse en la opinión del médico en torno a si está o no de acuerdo con el aborto.
 
* La objeción de conciencia no puede vulnerar los derechos fundamentales de las mujeres.
 
* El médico que se abstenga de practicar un aborto con fundamento en la objeción de conciencia tiene la obligación de remitir inmediatamente a la mujer a otro médico que si pueda llevar a cabo el aborto. Y, en el caso de las IPS, éstas deben haber definido previamente cual es el médico que está habilitado para practicar el procedimiento de IVE.
 
* Cuando se presenta objeción de conciencia el aborto debe practicarse por otro médico que esté en disposición de llevar a cabo el procedimiento de IVE, sin perjuicio de que posteriormente se determine si la objeción de conciencia era procedente y pertinente, a través de los mecanismos establecidos por la profesión médica, o en su defecto por el Ministerio de la Protección Social, conforme a las normas pertinentes.31
 
La Sentencia T-388 de 2009 ratificó los mencionados conceptos en su numeral 5: La objeción de conciencia: sentido y alcances en un Estado social democrático, participativo y pluralista de derecho como el colombiano, en la cual, además, se hace aclaración en cuanto a que:
 
La objeción de conciencia solo aplica para la realización directa del procedimiento de IVE; es decir, no puede ser ejercida por otro tipo de profesionales que intervienen en el proceso (por ejemplo, el personal de anestesiología, de enfermería, los jueces(as), etc.), ni para abstenerse de dar información, coartar la voluntad de la mujer o persuadirla de alguna decisión.
Si solo existe una persona profesional de la medicina que pueda practicar la interrupción voluntaria del embarazo bajo las hipótesis previstas en la referida sentencia, entonces deberá practicarlo —con independencia de si se trata de un médico adscrito a una entidad hospitalaria privada o pública, confesional o laica—. En esta hipótesis la restricción a la libertad de conciencia del médico es totalmente legítima —en tanto proporcional y razonable—, pues conlleva la protección [entre otros] del derecho a la vida y la salud de la mujer embarazada; en otras palabras, ante esta eventualidad las consecuencias de la no prestación del servicio de interrupción del embarazo trae consigo perjuicios directos e irreversibles para la mujer gestante e infringe sus derechos constitucionales fundamentales, razón por la cual no puede admitirse su ejercicio cuando las consecuencias negativas sean tan elevadas en materia de derechos Fundamentales.
…la Sala deja en claro que la objeción de conciencia se predica del personal que realiza directamente la intervención médica necesaria para interrumpir el embarazo. Contrario sensu, no será una posibilidad cuya titularidad se radique en cabeza del personal que realiza funciones administrativas, ni de quien o quienes lleven a cabo las actividades médicas preparatorias de la intervención, ni de quien o quienes tengan a su cargo las actividades posteriores a la intervención.
	Cuarta. Objeción de conciencia. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, deben tener presente que la objeción de conciencia para IVE en cuanto manifestación de íntimas e irrenunciables convicciones morales, filosóficas o religiosas, es un derecho personalísimo que solo es posible reconocerlo a las personas naturales, en este caso a los prestadores directos del servicio y no a personal administrativo; por lo tanto, de su titularidad se encuentran excluidas las personas jurídicas. De lo anterior se concluye que no pueden existir clínicas, hospitales, centros de salud o entidades similares, que tengan legalmente la posibilidad de presentar una objeción de conciencia a la práctica de un aborto cuando se cumplan cualquiera de las condiciones señaladas en la Sentencia C-355 de 2006.
Conforme a las precedentes jurisprudenciales expuestos en la parte considerativa se señalarán a continuación los requisitos para ejercer el derecho a objetar en conciencia para la práctica de IVE conforme a la Constitución Política:
1. Debe constar por escrito y presentarse de manera individual en donde se expongan debidamente sus fundamentos, los cuales no pueden basarse en la opinión del médico frente al aborto.
2. No se puede presentar de manera colectiva, ni institucional.
3. La objeción de conciencia no puede vulnerar los derechos fundamentales de las mujeres.
4. Quien la alegue tiene la obligación de remitir a la mujer inmediatamente a otro médico que sí lleve a cabo el procedimiento.
5. Los prestadores de servicios de salud, deben definir previamente los profesionales de la salud que realicen el procedimiento.
6. Los prestadores de servicios de salud deben establecer mecanismos para determinar si la objeción de conciencia es o no procedente conforme con los parámetros establecidos en la profesión medica y demás normas concordantes



De conformidad con el cuadro comparativo realizado se puede concluir que en su gran mayoría la temática desarrollada en la Circular No. 43 de 2012 coincide con las instrucciones impartidas por la Circular Externa No. 003 de 2013, por ende esta Agencia se remitirá al estudio de legalidad que para el efecto realizó el Consejo de Estado en providencia calendada el 26 de octubre de 2016.

En consecuencia, las instrucciones contenidas en los puntos 1.1. Promoción y prevención, 1.2.2 Valoración Inicial, Historia clínica, 1.2.2.3 Asesoría y acompañamiento, 1.2.2.4 Consentimiento informado, 1.2.2.4.1 Consentimiento en menores de 14 años, 1.2.5 Seguimiento, 1.2.5.1 Asesoría en regulación de la fecundidad y métodos anticonceptivos, 1.2.5.2 Atención de la salud mental y 1.2.6 Sistemas de Información; presentan un contenido igual al desarrollado por la Circular Externa No 003 de 2013 en su instructivos primero, tercero, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno, decimo, décimo tercero, décimo cuarto y décimo quinto, así serán desestimados los argumentos de falta de competencia esgrimidos por el actor.

En lo tocante a los puntos 1.2 Solicitud de IVE, 1.2.2.5 Limites de edad gestacional para la práctica de IVE y 2. Objeción de conciencia de la Circular No. 043 de 2012, que corresponde en su totalidad a la segunda, décimo segunda y cuarta instrucción,  contenida en la Circular Externa No. 003 de 2013; se tendrán en cuenta los argumentos referidos por esta Corporación para declarar su nulidad, que resultan  plenamente aplicables al presente caso. 

Finalmente en lo atinente a los puntos 1.2.2.2. “Verificación de Causales”, que desarrolla cada uno de los casos que la Corte Constitucional determinó que podría interrumpirse el embarazo de forma voluntaria, sin que ello constituyera la incursión en conducta delictiva alguna, señalando que debe entenderse por cada uno, como puede el medico reconocer esta situación y los requisitos legales exigibles para cada una de ellas y al 1.2.3. denominado “Practica del procedimiento”, que indica quien debe practicar el IVE, que tipo de métodos a utilizar, establecimiento los periodos de gestación en que estos deben implementarse y el manejo en caso de complicaciones; de su lectura atenta, considera esta Agencia que se trasgreden las competencias que en la materia le asisten a la Secretaria Distrital de Salud, incursionando sin un marco legal en el esfera de la autonomía médica, con una actuación que está desprovista de soportes que avalen estas directrices, además de una normativa que desarrolle estos aspectos o al menos defina directrices que deba adoptar para tal fin la autoridad respectiva encargada de su ejecución, que va más allá de un ejercicio de interpretación de los contenidos legislativos como ocurre en el presente caso, en el que recoge apartes de la sentencia C-355 de 2006, pero también señala como deben entenderse fijando una posición interpretativa que a todas luces desborda el marco de competencias que la Corte ha fijado. 

Ejemplo de ello lo constituye, el procedimiento establecido cuando se solicite la prestación del servicio, allegando como soporte  la certificación medica emitida por un profesional externo, o en el caso de una coexistencia de causales, aspectos que incursionan en un ámbito con reserva de ley (artículo 89 de la Constitución) sin contar con una base legal mínima que pudiera fundamentar la regulación expedida. 

De conformidad con lo anterior, el primer cargo prosperaría de forma parcial dado que habría una falta de competencia para expedir la circular objeto de censura en lo relativo a los puntos 1.2 Solicitud de IVE, 1.2.2.5 Limites de edad gestacional para la práctica de IVE, 1.2.2.2. “Verificación de Causales” y 1.2.3. “Practica del procedimiento”, argumentos a los que me remito para resolver lo pertinente al tercer cargo.

En relación con el segundo cargo relativo a la falta de competencia para regular lo concerniente a la objeción de conciencia contenida en el numeral segundo de la Circular No. 043 de 2012, esta agencia advierte su vocación de prosperidad, dado que en ella se plasman argumentos que buscan regular un tema que requiere de una previsión legal que lo desarrolle dado que no se puede pretender elevar a rango normativo condiciones particulares de resolución de un caso vía de tutela para aplicar de manera generalizada y en contextos diversos a través de este tipo de instrumentos. 

En aras de reforzar esta posición se alude a los argumentos expuestos en las sentencias del Honorable Consejo de Estado mencionadas en este concepto, en las que es reiterativo  en declarar la nulidad de los artículos que desarrollan este concepto particular – objeción de conciencia- al pronunciarse sobre la legalidad de las circulares y/o decretos respectivos .   

Finalmente el Ministerio Publico quiere dejar expresa claridad que no cuestiona en absoluto los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-355 de 2006, su reserva está referida algunos de los procedimientos que desarrolla la Circular No. 043 de 2012, cuya legalidad se discute en esta instancia.

En los términos anotados me permitir rendir el presente concepto de fondo.


Cordialmente, 




CAROLINA PEÑALOZA PINILLA
Procuradora Judicial 85
Procuraduría 85 Judicial I Administrativa de Bogotá
Calle 16 No.4-65 Tel: 5878750 ext 13640
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